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unque la Ley 1314 de 2009 establece varios componentes del debido proceso que debe observarse para establecer normas de contabilidad, de información financiera y de aseguramiento de información, los ministerios de Hacienda y Crédito Público y de Comercio Industria y Turismo deben dar cumplimiento a todas las demás exigencias de política normativa vigentes en nuestro país, como las previstas en el Decreto 1609 de 2015.
Concretamente, no es posible dejar de establecer el impacto normativo de cada disposición, asunto comprendido en los análisis mencionados en el artículo 13 de la mencionada ley, que, como se sabe, nunca se hicieron en debida forma.
Aunque IASB alude al principio de beneficios superiores al costo, finalmente ha considerado que se trata de una reflexión que el consejo debe hacer antes de adoptar un estándar, más que un criterio de aplicación. Con todo, hay varias normas en las que permite no realizar ciertos comportamientos cuando se consideren impracticables.
La Guía Metodológica de Análisis de Impacto Normativo establece que los costos regulatorios se dividen en: 1) Costos de cumplimiento: Costos o barreras administrativas y Costos substantivos de cumplimiento. 2) Costos de hacer cumplir la regulación. 3) Costos financieros. 4) Costos indirectos. 5) Costos de oportunidad. 6) Costos macroeconómicos.
Como hasta el momento se ha dado por sentado que todo lo acogido por IASB es bueno, nunca se han hecho análisis de impacto normativo. El Gobierno jamás ha establecido los costos de la regulación contable y siempre ha dado por sentado que la modernización supera en beneficios a los costos que produce.
Como ya lo hemos anotado, tampoco existen estudios sobre el impacto de la última reforma tributaria. Pero, sin lugar a duda, el efecto combinado de aplicar nuevas normas contables y tributarias, será para algunos bien alto.
Cuando uno tiene por función, o deriva ingresos de, una actividad le cuesta mucho pensar que económicamente ella no se justifique. Así se demuestra en las exigencias de muchos sindicatos, que no contribuyen a la eficiencia organizacional, sino que son fuente de burocracia. Por ello, es improbable que las autoridades de regulación, normalización o supervisión, los contadores y los abogados expertos en derecho tributario, sean los que hagan serios estudios sobre los costos de llevar contabilidad financiera y contabilidad tributaria.
Aunque no se apliquen a medirlos, los costos de la regulación contable se integrarán a los demás costos de las empresas, de manera que los contadores administrativos podrán establecerlos en cada caso. Mientras parte considerable de los beneficios se ubique en las operaciones internacionales, muchas empresas colombianas no verán en qué les aprovecha la reforma. Nosotros creemos que hay que medir los beneficios en la toma de decisiones, cuestión bastante esquiva.
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